
 

Derecho Penal 

El ejercicio jurídico y penal en nuestro país se encuentra en pésimas condiciones 

debido a las diversas modalidades de delincuencia e inseguridad (corrupción, el 

tráfico de personas, traslado ilegal de personas a través de las fronteras, la 

contratación no reglamentada, la prostitución, la pederastia y la pornografía 

infantil)  han dado lugar a modernas versiones de la esclavitud y la 

deshumanización, a partir de este tipo de situaciones, surge la necesidad de 

profesionalizar maestros en derecho enfocados al sistema de procuración de 

justicia en favor de la víctima, garantizando en todo momento la protección de su 

integridad, dignidad e identidad, de esta manera se contribuye al cumplimiento del 

objetivo cinco del Plan Nacional de Desarrollo, el cual marca el combate para 

disminuir la incidencia delictiva y hacer que se cumplan las penas que se marcan 

en los códigos de justicia del estado mexicano.  

El maestro en derecho penal ofrecerá nuevas garantías a la integridad y a la 

seguridad de las víctimas de un delito y acabar con su situación de franca 

indefensión. Porque en pocas ocasiones la víctima tiene oportunidad de que se le 

resarza el daño o de contar con garantías que la hagan partícipe de una justicia a 

la que tiene derecho, por lo que esta situación debe revertirse y para ello es 

necesario contar con profesionales en materia de derecho, que conozcan y hagan 

valer el respeto de este derecho fundamental de los seres humanos: la libertad y 

seguridad.   

En apoyo a la cultura de la legalidad propuesta en el eje Estado de derecho y 

seguridad,  el maestro en derecho penal tendrá la capacidad de llevar a cabo el 

estricto cumplimiento de las obligaciones que la ley les impone para garantizar la 

convivencia social y, por otra parte, que el ejercicio de sus derechos se realice en 

apego a las disposiciones legales.  

Logrando así un México en mejores condiciones de seguridad, no olvidando que la 

formación de sujetos aunado con una ética profesional y responsabilidad, 

coadyuva al establecimiento de una convivencia social y el crecimiento 



 

económico, para la mejora de oportunidades y de progreso de los individuos y del 

país. Además de generar un ambiente de confianza por parte de las personas 

hacia las instituciones de justicia.  

 

 


